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A. CONTEXTO

1. Descripción del Subsector y estrategia del país
El Gobierno de Uruguay ratificó la Convención de los Derechos del Niño y en su agenda social se manifiesta la voluntad de impulsar nuevas intervenciones en favor de la protección de los derechos de los niños y adolescentes que garanticen su bienestar y la equidad. La Convención de los Derechos del Niño, señala la necesidad de proporcionar cuidado y asistencia especial a los niños y adolescentes por su condición de vulnerabilidad, además de respetar sus derechos a expresarse libremente, a ser protegidos contra los malos tratos, a recibir protección jurídica, así como a ser educados y recibir atención de salud. El Código de la Niñez y la Adolescencia está vigente desde 1934, pero existe una propuesta de actualización en el Senado para su aprobación definitiva, que ya cuenta con media sanción.  Asimismo, la Ley de Seguridad Ciudadana, en su artículo 37 creó una Comisión Honoraria de Promoción a la Infancia en Situación de Riesgo, donde participan el Ministerio del Interior (MI), el Ministerio de Salud Pública (MSP), las Intendencias Municipales, el Instituto Nacional del Menor (INAME), la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales (ANONG), entre otras y cuya principal función es el análisis de la problemática de infancia y adolescencia en situación de riesgo desde un sistema integrado de políticas públicas en estrecha coordinación con acciones y proyectos de la sociedad civil. Sin embargo, aún falta implantar un sistema integral de políticas dirigidas a la infancia y adolescencia y un esquema institucional que permita sentar las bases de esa política.

Uruguay tiene políticas sociales progresivas y un amplio abanico de programas de protección social dirigidos a la niñez y adolescencia en condiciones de vulnerabilidad social, con diferentes grados de cobertura por los organismos, y variados impactos sobre la situación. Algunos son programas de carácter masivo mientras que otros, sólo son líneas de acción o actividades de alcance muy acotado.

El gasto público social en general (educación, salud, seguridad y bienestar social, vivienda y servicios comunitarios) es el más alto en la región, equivale al 74% del gasto público total y representa el 23,5% del Producto Bruto Interno (PBI). La mayor parte del gasto público se destina a educación (7,1%), salud (5,8%) y seguridad y bienestar social (60,9%), mostrando una tendencia creciente entre 1993 y 1999. Frente al menor ritmo de la actividad económica y las repercusiones de la crisis argentina, hubo un deterioro de las finanzas públicas, lo que obligó a reducir gastos, incluyendo los de inversión, y a aplicar una política restrictiva en materia de salarios y tarifas públicas para disminuir su déficit. En este contexto, a partir de 2000 se ha producido una caída significativa en el gasto social. El gasto público dirigido a la infancia y adolescencia representó en el año 2001 el 11% del gasto total del gobierno central y el 15% del gasto social.

El INAME es el organismo rector de las políticas de infancia y adolescencia de acuerdo al mandato constitucional. Sus principales cometidos son velar por el cumplimiento de la Convención de los Derechos del Niño, velar por la salud, protección legal, educación e inserción social de los niños, asistir y proteger a los niños abandonados y discapacitados hasta la mayoría de edad, prevenir el abandono, controlar el trabajo infantil y apoyar la rehabilitación de infractores. En los últimos años este organismo ha reducido la atención directa para centrarse en la orientación, regulación y supervisión de la implementación de políticas de la niñez. Este organismo atiende actualmente a aproximadamente 44 mil niños al año (45% en Montevideo), de los cuales 434, corresponde a niños internados en conflicto con la ley. Asimismo, cuenta con un centro de rehabilitación de jóvenes infractores y policlínica de adicciones. En los últimos años ha aumentado el número de centros que atiende el sector privado en convenio con el INAME: 55% de los beneficiarios son atendidos por Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC), aunque en los centros de internación el 66% de los beneficiarios es atendido directamente por el INAME. El presupuesto anual de este organismo es de US$80 millones, de los cuales 56% se destina a remuneraciones.

El Ministerio de Deporte y Juventud, es responsable de establecer y ejecutar políticas nacionales en materia de deporte y juventud, considerando particularmente el Interior de la República. De este Ministerio depende el Instituto Nacional de la Juventud (INJU), el cual se responsabiliza de asesorar y proponer al Poder Ejecutivo las políticas nacionales en materia de juventud (14 a 29 años).

La Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) es una institución autónoma que administra el sistema de educación pública y es responsable de promover el acceso a la educación de los sectores más carenciados y de mejorar su calidad en el marco de la reforma educativa.

El  Ministerio de Educación y Cultura(MEC) es responsible también de trabajar con adolescentes en situación de Riesgo Social (CECAP - Centro de Capacitación y Producción).

El Ministerio de Salud Pública (MSP) es la institución rectora de la salud del país que presta servicios a través de la Administración de Servicios de Salud del Estado (ASSE) y de la Dirección General de la Salud (DIGESA).

Programas de atención integral para niños menores de 4 años. Existen dos experiencias relevantes que atienden a niños menores de  cuatro años: los Centros de Atención a la Infancia y Familia (Plan CAIF) que dirige el INAME; y el Programa “Nuestros Niños” implementado por la Intendencia Municipal de Montevideo (IMM) en centros comunitarios, que cubre la atención del 4% de la población de este tramo de edad. Las dos entidades han  continuado atendiendo al tramo de 4 y 5 años, ya que la ANEP ha incorporado la educación inicial como obligatoria recientemente. INAME ofrece atención directa en ocho centros de Montevideo a aproximadamente 570 niños menores de tres años y 1.000 del interior del país. El Plan CAIF surgió en 1988 para atender niños preescolares que viven bajo la línea de pobreza. La estrategia del Plan se orienta a lograr coordinación intersectorial, participación comunitaria, descentralización, y articulación entre los organismos públicos y las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC). Los centros son administrados por asociaciones comunitarias o vecinales con personería jurídica. Este programa tiene un presupuesto anual de aproximadamente US$ 12 millones, de los cuales 10 millones provienen del INAME y el resto de otros organismos tales como el Instituto Nacional de Alimentación (INDA) del Ministerio de Trabajo  y Seguridad Social (MTSS) que provee alimentos, el MSP que ofrece atención (preventiva y curativa) y las Intendencias que proveen víveres frescos. Los centros son atendidos por 203 asociaciones, de las cuales más del 65% son vecinales y barriales y el resto, organizaciones religiosas entre otras. Atiende aproximadamente 19 mil niños, 77% son del interior del país, y su mayoría tienen entre 2 y 5 años (sólo 38% tiene menos de 2 años), lo que corresponde aproximadamente a un 20% de cobertura. El 80% de las familias atendidas están bajo la línea de pobreza.

Intervenciones para niños entre 4 y 12 años. Entre las principales intervenciones están los denominados "Clubes de Niños", financiados por el INAME, donde se desarrollan actividades de apoyo escolar, recreación y socialización de niños escolarizados con su propio personal y en convenio con instituciones privadas. También la ANEP, a través del programa “Todos los niños pueden aprender” ha desarrollado actividades tendientes a disminuir el fracaso escolar y fortalecer el vínculo de las familias con mayor déficit social y cultural.

Intervenciones para los adolescentes (13-17 años). Entre las intervenciones dirigidas a jóvenes, existen experiencias de capacitación e inserción laboral; orientación vocacional, recreación y actividades culturales; desarrollo de espacios juveniles (Casa de la Juventud, Red de Casas Joven, Clubes Juveniles), promoción de la salud, deportes, turismo, todas ejecutadas desde el Gobierno Central a través de la Dirección Nacional de Empleo (DINAE), del MSP, del INJU, desde las Intendencias y con participación de las OSC. De la información relevada y disponible se observa que la articulación entre los diferentes programas ha sido insuficiente para lograr implementar mecanismos de atención integral y superar acciones sectorialistas. Todas aquellas intervenciones que hayan sido evaluadas y demostrado ser exitosas requieren aumentar su cobertura.

Atención a niños de la calle. El INAME atiende a aproximadamente 700 niños en situación de calle tanto por servicios directos (2) como por Convenios (9) firmados con OSC. Sus edades oscilan entres los 4 y 18 años, predominando la población masculina (60% varones y 40% niñas) y concentrándose el mayor porcentaje en los tramos etáreos 8 a 11 (28,3%) y 12 a 15 (40,2%). Los estudios, así como los resultados de las experiencias piloto realizados durante la etapa preparatoria del presente Programa, indican que a pesar de las experiencias y conocimientos existentes para atender a esta población, falta fortalecer el trabajo con la familia y la inserción del niño en el barrio. También se requiere sistematizar las experiencias de subsidio a las familias.

A pesar de existir una variada oferta de servicios, programas y acciones frente a la difícil y compleja realidad que viven los niños y adolescentes en riesgo social, ésta tiene un alto grado de fragmentación y desarticulación, especialmente en el abordaje de los problemas de la adolescencia. En términos generales, al analizar la situación de la niñez en riesgo social, queda en evidencia que en el país aún falta implantar mecanismos que aseguren un mayor grado de articulación institucional entre las entidades responsables para mejorar tanto la eficiencia como el resultado de sus intervenciones. Asimismo, hay una manifiesta debilidad institucional en la medición de resultados de las intervenciones, en el registro de beneficiarios, así como en el análisis de la información existente, dificultando el seguimiento de la situación de la infancia, adolescencia y familias en riesgo social.

Por otro lado, faltan instrumentos que permitan medir el progreso de los beneficiarios y bases de datos actualizadas y adaptables a las variaciones de los factores de riesgo. Tampoco existe una estrategia de comunicación que mantenga a la población bien informada sobre dicha situación ni suficientes mecanismos de control social que permitan que los miembros de la comunidad manifiesten problemas y realicen denuncias sobre irregularidades que detecten durante la ejecución. Frente a la heterogeneidad de factores de riesgo y de situaciones de exclusión social de los otros grupos etáreos, las iniciativas y los programas se asemejan más a un conjunto de acciones puntuales sin mayor articulación.

2.  Asistencia del PNUD anterior y en curso

El apoyo a las estrategias y políticas de cohesión social y reducción de la pobreza es una de las áreas prioritarias dentro del marco de cooperación del gobierno uruguayo con el PNUD.  En este contexto ha participado en la implementación de varios proyectos relacionados con la temática, entre los cuales caben mencionar: (i) URU/96/012 "Fortalecimiento Institucional del Plan CAIF" que se viene desarrollando desde el año 1997, (ii) URU/97/006 "Apoyo al Marco de Cooperación con Uruguay".  Subcomponentes 17.02 Apoyo al Instituto Nacional del Menor (INAME) y 17.20 Apoyo al Programa Integral dirigido a la Infancia y la Familia, (iii) URU/02/008 "Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo", financiado por el BID mediante una asignación especial del gobierno japonés, con el objeto de apoyar el diseño y la etapa piloto del presente Proyecto.

Por otra parte, cabe señalar que el PNUD actualmente está participando de los siguientes proyectos financiados por el BID: (i) URU/97/009 "Programa de Desarrollo Municipal", (ii) URU/98/007 "Asistencia al Programa de Seguridad Ciudadana", (iii) URU/99/007 "Asistencia al Programa de Desarrollo del Mercado de Capitales", (iv) URU/99/008 "Fortalecimiento Institucional de la Superintendencia de Instituciones de Intermediación Financiera", (v) URU/01/009 "Apoyo al Programa de Modernización del Sector Salud", (vi) URU/01/018 "Apoyo al Programa de Integración de Asentamientos Irregulares", (vii) URU/01/026 "Apoyo al Ministerio de Economía y Finanzas en el Fortalecimiento de la Administración Fiscal", (viii) URU/01/024 "Mejoramiento de los Servicios Públicos de la Administración Central", (ix) URU/01/028 "Apoyo al Programa de Reducción del Costo del Estado sobre la actividad privada" y (x) URU/02/018 "Programa de Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo". 

B. JUSTIFICACION DEL PROYECTO

1.  La situación actual:  el problema que se ha de abordar.
Uruguay es uno de los países con más lento crecimiento en América Latina, previéndose que para el año 2100 recién se duplicará su población, mientras que para el conjunto del continente esto ocurrirá en 2030.  Más del 90% reside en zonas urbanas, con una alta concentración en Montevideo (43%).  Aproximadamente un tercio de la población es menor de 18 años, de los cuales el 27% es menor de 5 años, 26% pertenece al grupo de edad entre 5 y 9 años, 26% entre 10 y 14 años y 21% entre 15 y 18 años.

El 15,5% de los hogares del país se encuentra en situación de pobreza, pero considerando sólo los hogares con menores de 18 años esta cifra aumenta a un 30%. Prácticamente la mitad de los niños menores de 5 años y el 32% de los adolescentes entre 13 y 17 años viven en hogares pobres, lo cual demuestra un cierto nivel de infantilización de la pobreza
. Los niños de los hogares pobres manifiestan, desde muy temprano, retrasos en su desarrollo (neuropsicológico, psicomotor y en sus destrezas sociales y de aprendizaje) derivados de problemas de salud, nutrición y estimulación psicomotora que se traducen en menor rendimiento o fracaso escolar, así como en dificultades para integrarse social y culturalmente. Por este motivo, los niños de hogares pobres están en mayor riesgo de no superar su condición de pobreza cuando adultos.

Provenir de un hogar con bajo nivel educativo constituye un factor de riesgo para que el niño tenga un desempeño favorable en la escuela y se integre socialmente. Los jefes de los hogares pobres tienen un promedio de seis años y medio de educación, dos años y medio menos que el promedio de los hogares no pobres. En el interior los promedios son aún menores. Por otro lado, además de la típica familia nuclear se manifiestan crecientes casos de familias monoparentales y extendidas. El 56% de los hogares monoparentales con niños menores de tres años son pobres y el 14% son indigentes. La baja cobertura de servicios para niños menores de cinco años también constituye un factor de riesgo. A pesar de haberse manifestado un considerable aumento en la atención de la población de preescolares con Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) de Montevideo sólo un tercio asiste a un centro educativo comparándose con dos tercios de los preescolares que no están en esa condición. Sólo el 20% de los niños pobres menores de tres años son atendidos en centros de cuidado infantil.

En relación a la educación de los niños, el 67% de 4 años y el 87% de cinco años están escolarizados, a pesar de lo cual la cobertura de los niños en condición de pobreza es de un tercio. En el caso de los niños entre 5 y 12 años, más del 98% asiste a la educación primaria, aunque persisten patrones de repetición y deserción del sistema, los que están altamente asociados al origen social de los niños. Entre los jóvenes de 12 a 15 años, 86,3% estudia exclusivamente, reduciéndose ese porcentaje hasta el 42,6% para los jóvenes entre 16 y 19 años. Entre las escuelas públicas en contextos sociales muy desfavorables, 6 de cada 10 presenta un porcentaje de repetición superior al 30% en el primer año. De hecho, el 37% de estas familias provienen de hogares con NBI, el 67% son pobres, el 56% pertenecen al primer decil de ingreso y el 13% son indigentes. En cambio, todas las escuelas públicas en contexto social favorable tiene un porcentaje de repetición menor al 20% en el primer año

Los jóvenes que no estudian, no trabajan ni buscan trabajo están en alto riesgo social. Prácticamente 32 mil jóvenes entre 12 y 19 años están en esta situación, afectando especialmente a los jóvenes de menor nivel socioeconómico (71% de los jóvenes pertenecen al primer quintil de ingreso). Aproximadamente 43% de la Población Económicamente Activa (PEA) entre 14 y 19 años presenta grados de desocupación de 42,9% a nivel nacional, mientras que para el total es de 13,6% (2000). En Montevideo prácticamente 5 de cada 10 jóvenes están desempleados, manteniéndose esta tendencia también en el interior del país (40%).

Se considera también como factor de riesgo para los niños que procedan de hogares con madres adolescentes, porque con frecuencia ésta abandona la escuela y su proyecto de vida prematuramente, además de ser rechazada en el ámbito familiar y social, lo que constituye un riesgo tanto físico como social para ella y sus hijos. En el país, uno de cada cinco nacimientos (casi 10 mil de un total de 58 mil) corresponde a adolescentes que pertenecen a los estratos socioeconómicos más deprimidos.

El maltrato infantil, así como la situación de calle son factores de riesgo comunes a todos los grupos etáreos. De acuerdo a un estudio realizado con niños de sexto grado escolar por el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) en 1999, el 14% de los niños sufren violencia física grave, 9% violencia física leve y 5% violencia psicológica. El fenómeno de los niños en situación de calle se manifiesta principalmente en Montevideo y en otros centros urbanos desde la década del 80. Existen indicios de que la mayoría de estos niños tienen un hogar y asisten a la escuela, pero tienen dificultades de adaptación al sistema educativo y presentan mayores problemas de salud. Con frecuencia los niños se involucran en situaciones de conflicto con la ley, consumen sustancias psicoactivas y corren riesgos de prostitución, abuso sexual y maltrato, además de accidentes de tránsito. Por otro lado, el trabajo infantil se manifiesta en distintas modalidades en las calles céntricas y comerciales de los centros urbanos, tales como venta de estampitas en los ómnibus, cuidado de coches, limpieza de parabrisas y mandados. Cerca de 34 mil niños trabajan, de los cuales el 92% tienen entre 12 y 17 años de edad y el resto, entre 5 y 11 años, predominantemente del sexo masculino.

2.  Situación al término del Proyecto.

Al finalizar el presente Proyecto se contará con:

· Modelos integrales de prevención y atención para niños y adolescentes en situación de riesgo.

· Redes comunitarias coordinadas de participación comunitaria y familiar.

· Capacidad institucional de organismos públicos a nivel nacional y local fortalecida.

· Una estrategia de comunicación social sobre Infancia y Adolescencia.

3. Beneficiarios previstos

La población beneficiaria del Programa comprende niños y adolescentes menores de 18 años y su grupo familiar que presentan altos índices de vulnerabilidad y riesgo social.  A su vez el Programa intervendrá con niños en situación de calle y sus familias; madres menores de 18 años que tuvieron su primer hijo en el Centro Hospitalario Pereira Rossell (principal hospital materno infantil) centro de referencia nacional ubicado en Montevideo y demás Hospitales públicos de todo el país.

4.  Estrategia del  Programa

Para cumplir con el objetivo propuesto, el Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo, en adelante "el Programa", mejorará la calidad de los servicios y su articulación, asegurando una atención integral, así como un mayor acceso de las familias más vulnerables a los servicios. Se prevé un aumento de cobertura de los programas en las zonas de mayor riesgo. Se otorgará prioridad a intervenciones preventivas para asegurar un impacto a largo plazo para lograr la inserción social de los niños, reducir los riesgos sociales y fortalecer los derechos de la niñez y juventud. Dada la naturaleza intersectorial y multidisciplinaria de la temática, el diseño del Programa incorpora mecanismos dirigidos a reforzar la articulación entre los organismos públicos y los de la sociedad civil involucrados en prevenir y atender la problemática de la infancia y adolescencia en riesgo social, así como fortalecer a su grupo familiar. Además, considera intervenciones para mejorar la capacidad de responder eficiente y eficazmente a los problemas de la población meta, así como de mantener informada a la población sobre la situación de la infancia y adolescencia. Los beneficiarios y sus familias participarán en las acciones que promuevan la inserción social y que prevengan los problemas existentes, lo que aumentará la sostenibilidad e impacto del Programa.

Específicamente, el Programa apoyará tanto la ejecución de proyectos integrales como el fortalecimiento institucional de los organismos públicos y de la sociedad civil participantes en el Programa, incluyendo el diseño e instalación de un sistema de información y de una estrategia de comunicación permanente.

El Programa,  será ejecutado por la Secretaría de la Presidencia de la República, y participarán cuatro organismos coejecutores: (i) Instituto Nacional del Menor, (ii) Administración Nacional de Educación Pública, (iii) Ministerio de Salud Pública y (iv) Ministerio de Deporte y Juventud.  Además tendrán un importarte rol, entre otros, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Educación y Cultura, el Ministerio del Interior, el Banco de Previsión Social,  las Organizaciones de la Sociedad Civil y las Universidades.

Se prevé que las intervenciones que financie el Programa serán sostenibles y tendrán un mayor impacto en la medida en que exista, tanto durante el diseño como en la ejecución, una activa participación de los potenciales beneficiarios incluyendo a su grupo familiar, así como de las distintas entidades públicas y de la sociedad civil involucradas en estudiar y mejorar la situación de la infancia y adolescencia en riesgo social en el país. Por este motivo, se estableció un sistema de consulta y de participación con representantes de entidades locales y beneficiarios para definir conjuntamente las prioridades y modelos de intervención, así como los principales factores de riesgo a los que están sujetos la población objetivo. También se acordaron conjuntamente los criterios de focalización y las responsabilidades que asumirían las entidades involucradas y beneficiarios.

La focalización del Programa tiene un carácter geográfico. Se identificaron los hogares con niños y adolescentes que presentan mayores carencias básicas de acuerdo al índice de vulnerabilidad construido con indicadores de riesgo social
. Una vez ordenados los segmentos según la cantidad de hogares en situación más vulnerable, se agruparon en 100 zonas potenciales de intervención (aproximadamente 40 en Montevideo), en cada una de las cuales viven aproximadamente 2 mil menores de 18 años. De estos 200 mil potenciales beneficiarios aproximadamente el 23% tiene entre 0 y 3 años, 50% entre 4 y 12 y el 27% entre 13 y 17 años
. Se analizará la situación de las zonas identificadas a través de estudios de relevamiento censal de las familias, visitas de campo y entrevistas a informantes calificados para hacer una focalización aún mayor y definir las áreas prioritarias de intervención. Sin embargo, deberán existir condiciones mínimas para que se puedan desarrollar las actividades previstas, tales como la existencia de escuelas en el barrio. En el caso de los niños menores de 4 años se contemplará la demanda potencial de servicios de atención.

En el caso de niños en situación de calle, el Programa se focalizará de la siguiente manera: la UTN con apoyo del INAME y de las Organizaciones que trabajan con niños en situación de calle procederán a la identificación de 7 zonas de Montevideo en las cuales se encuentran niños realizando calle y no son atendidos por el INAME, ni  por las Organizaciones de la Sociedad Civil.

Posteriormente se trabajará con una metodología de atención en calle, pasando paulatinamente a una atención en su zona de residencia, para integrar las acciones que desde diferentes ámbitos es necesario articular: con sus familias, las escuelas, los espacios recreativos y deportivos, y las instituciones de salud, entre las instituciones más destacadas.

Se prevé también dar una especial atención a aproximadamente 100 madres con niños en situación de calle que se encuentran ubicadas en las principales arterias de Montevideo, realizando un capacitación en habilidades y destrezas ocupacionales y sociales, así como también un acompañamiento que les permita acceder a los servicios públicos y privadas que le faciliten una mayor inserción social (cédulas de identidad y partidas, asignaciones familiares, canasta de Inda, carné de asistencia, etc. )

La focalización para la prevención del embarazo adolescente responderá también a un criterio geográfico; en cada zona seleccionada se realizarán acciones de capacitación, seguimiento, trabajo con los docentes y los centros educativos, trabajo con el personal de la salud, creación de espacios diferenciados de atención a las adolescentes, etc. Como mecanismo de fortalecimiento de estas acciones, y considerando el alto índice de múltiples embarazos en adolescentes, se trabajará también focalizando acciones en todos los hospitales públicos del país en una tarea de información y prevención de las que ya son madres adolescentes.

5.  Arreglos institucionales y coordinación

La responsabilidad directa de la ejecución general del presente Proyecto será de la Secretaría de la Presidencia.  Se constituirá en su ámbito y bajo su dependencia una Unidad Técnica Nacional (UTN), responsable de supervisar y coordinar técnica y administrativamente el Programa.

Se conformará un Comité Técnico de Coordinación (CTC) de apoyo a la UTN, de carácter asesor no decisor, cuyo cometido será asegurar al más alto nivel jerárquico, tanto la sostenibilidad como la integralidad y eficiencia de las intervenciones. Estará conformado por representantes de los distintos organismos participantes del ámbito público, municipal, de la sociedad civil y del sector privado con la función específica de: (i) dar seguimiento y actualizar el Plan integral de desarrollo de la infancia y adolescencia; (ii) crear un espacio de articulación entre los organismos del sector público y la sociedad civil; (iii) recomendar y evaluar políticas para la infancia y adolescencia; (iv) apoyar la ejecución del Programa a través de la coordinación interinstitucional; y (v) emitir opinión sobre las propuestas del Plan Operativo Anual (POA) que le presente la UTN.

También se conformará una Comisión Honoraria (CH) como asesora de la UTN, en aspectos técnicos específicos. Estará conformada por profesionales y técnicos expertos en el tema y con alto reconocimiento social.

Cada comunidad contará con un grupo asesor integrado por referentes comunitarios, jóvenes líderes, y padres de niños beneficiarios, con el fin de apoyar, facilitar y promover las intervenciones del Programa en su comunidad, así como para identificar problemas que requieran ser resueltos antes que afecten negativamente los resultados esperados. Los miembros de los grupos asesores conformarán la Mesa Coordinadora Zonal junto a las entidades locales y tendrán un activo papel en la elaboración y seguimiento del cumplimiento de los planes zonales y en incorporar nuevas iniciativas. Los integrantes serán elegidos por consenso durante el diseño del plan zonal. Este mecanismo fomentará el monitoreo participativo del Programa.

El Programa se ejecutará de acuerdo al siguiente esquema:
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Función de ejecución. La Secretaría de la Presidencia (SP) delegará en la UTN la responsabilidad de supervisar y coordinar técnica y administrativamente la instrumentación del Programa.  Sus principales funciones serán: (a) elaborar los POAs y los informes de progreso semestral de la ejecución del Programa; (b) cumplir los procedimientos de obras, adquisición de bienes y servicios de consultoría establecidos por el BID con recursos del Programa, así como autorizar los pagos conforme al cumplimiento de los mismos; (c) tramitar las solicitudes de desembolsos al BID de los recursos del Financiamiento así como la obtención de los recursos de contrapartida, y efectuar la administración financiera del Programa; (d) mantener los registros contables, la documentación de soporte y elaborar los estados financieros del Programa; (e) coordinar la ejecución, seguimiento y posterior evaluación de las actividades del Programa; (f) asegurar que el Programa se ejecute dentro de las normas y condiciones contractuales acordadas entre el BID y el Gobierno de Uruguay; (g) asesorar e informar a la SP acerca de la marcha del Programa y de su compatibilidad con los lineamientos estratégicos y de política definidos por las autoridades; y (h) proponer a la SP los convenios de participación institucional y las modificaciones al Reglamento Operativo del BID.

La UTN estará encabezada por un Coordinador Ejecutivo de perfil técnico, La Coordinación Ejecutiva contará con el apoyo de un Asistente Técnico y de ella dependerán tres Areas de Trabajo: (i)  Area Técnica; (ii)  Area de Administración y Finanzas, responsable de los aspectos administrativos y financieros del Programa; (iii) y Area de Seguimiento y Evaluación.

Sin perjuicio de las funciones establecidas para la SP y la UTN y con el propósito de ofrecer una respuesta integrada, en los convenios de ejecución que la SP acuerde con los distintos organismos participantes, quedarán establecidos los compromisos y responsabilidades de las partes, los resultados y metas a alcanzarse y los mecanismos de descentralización de la ejecución y de articulación de las intervenciones en cada ámbito de intervención. 

Coordinación inter institucional. A fin de fortalecer el sistema y contribuir a la sustentabilidad del Programa, la UTN coordinará las acciones del mismo con las entidades específicas responsables de los diferentes temas, según se detalla en la Matriz de Responsabilidades Institucionales incluida en los anexos al Reglamento Operativo. Esta coordinación se apoyará formalmente en los convenios que se suscriban, y en la designación del personal técnico “de enlace” entre la UTN y los coejecutores. Asimismo el relacionamiento entre la SP y la UTN,  podría realizarse a través de un especialista en el cual la SP delegará parcialmente sus responsabilidades específicas. Si se observaran demoras originadas en la capacidad de ejecución de la UTN o de un coejecutor, se priorizará la aplicación de los imprevistos del Programa para fortalecer las áreas técnicas y operativas que correspondan. 

Este Documento de Proyecto se financia con los recursos del Programa, con la excepción de aquellos a ser transferidos directamente por la UTN al INAME para las Asociaciones Civiles del Plan CAIF a fin de incrementar la cobertura del Plan.

Los servicios de apoyo que prestaría el PNUD se describen en el Apéndice 5 de este Documento de Proyecto. El costo por la prestación de estos servicios asciende a US$ 300.000.- que se financiará con fondos de aporte local.

El PNUD se compromete a: (i) mantener dos cuentas bancarias separadas para los proyectos del BID, una para los recursos del financiamiento y la otra para los recursos de contrapartida; y registros contables y financieros de control de los recursos recibidos de la UTN y de los pagos realizados, independientemente de la contabilidad del Programa que llevará la UTN acorde al contrato de préstamo; (ii) proporcionar libre acceso a los registros de compromisos (licitaciones, contratos, etc) contables y financieros por parte del personal del Banco y auditores; (iii) utilizar los procedimientos de selección y contratación de obras, bienes y consultorías acorde al contrato de préstamo con el Banco; (iv) transferir de inmediato los bienes que adquiera el PNUD en nombre de la Secretaría de la Presidencia y realizar la transferencia de su propiedad legal al coejecutor que corresponda en un plazo no mayor a los 6 meses desde su recepción, y (v) mantener un archivo adecuado de la documentación de soporte de los compromisos y transacciones del Programa

6.  Acuerdos de administración

Artículo I

1.
El propósito de la presente parte consiste en enunciar las condiciones adicionales que regirán la prestación de los servicios de apoyo descritos en este documento de proyecto por el PNUD a la Secretaría de la Presidencia de la República (en lo sucesivo el “organismo ejecutor”).

2.
El PNUD prestará asistencia al organismo ejecutor en la ejecución del proyecto en cuestión y prestará los servicios de apoyo enunciados más adelante de conformidad con sus normas y reglamentos, salvo las excepciones previstas en el presente documento, con la debida diligencia, eficiencia y de conformidad con las más altas normas técnicas y profesionales.

3.
El gobierno mantendrá la responsabilidad general de la ejecución del proyecto. El gobierno es responsable de seleccionar los procedimientos de ejecución que serán aplicables, que coinciden con las cláusulas de ejecución consignadas al respecto en el Contrato de Préstamo.

4.
El gobierno realizará todas las actividades previstas en el presente documento de conformidad con lo dispuesto en el Contrato de Préstamo. En caso de conflicto entre lo dispuesto en el presente documento de proyecto y el Contrato de Préstamo, prevalecerá este último. Sin embargo, en el caso del párrafo 8 del Artículo II infra, prevalecerá lo dispuesto en el presente documento de proyecto.

5.
La duración de los servicios de apoyo que prestará el PNUD se indica en el Apéndice 2 del presente documento de proyecto.

6.
Toda vez que se mencionen las actividades que se han de realizar de conformidad con el presente documento en documentos oficiales, publicaciones y presentaciones públicas, el PNUD verificará que sus funcionarios, y los consultores contratados en virtud de él mencionen el título del proyecto, el número del Contrato de Préstamo y al BID como fuente de financiación del proyecto.

7.
La contribución proporcional para la financiación de los gastos fijada en el presente documento de proyecto será utilizada por el gobierno para sufragar el costo de los insumos del proyecto. El nivel de las actividades y obligaciones del PNUD enunciadas en el presente documento de proyecto dependerá de que éste reciba la contribución proporcional para la financiación de los gastos y la contribución en efectivo del gobierno, si la hubiere, en los montos especificados en el presupuesto del presente documento de proyecto.

8.
Para sufragar sus gastos administrativos, el PNUD cobrará US$ 300.000.- que el propio PNUD administrará en la forma indicada en el Presupuesto del documento de proyecto.

9.
De conformidad con sus normas y reglamentos, el PNUD utilizará esta suma para el reembolso de los servicios de apoyo necesarios en virtud del presente documento de proyecto. Esos servicios podrán consistir en contabilidad, nómina de pagos, presentación de informes financieros, tiempo de utilización de computadoras y asistencia de secretaría y de otra índole en la medida en que no estén incluidos también como componentes de los gastos directos del proyecto. Cualquier modificación respecto al método de cálculo o asignación de esos gastos administrativos o cualquier aumento o disminución de su importe como resultado de aumentos o disminuciones del costo del proyecto deberán ser objeto de acuerdo entre el gobierno y el PNUD. El gobierno será responsable de obtener del BID una declaración de no tener objeciones respecto de esos cambios.

10.
Los gastos administrativos descritos más arriba estarán segregados de los gastos directos del proyecto en el Presupuesto del Proyecto y se informarán en forma separada. Se informarán además en forma separada de los gastos directos del proyecto cada vez que se soliciten fondos al BID.  No será necesario hacer un desglose detallado de los gastos administrativos.

11.
Los gastos administrativos serán revisados por el BID para comprobar que no se aparten del presupuesto establecido y serán objeto de auditoría externa para comprobar que sean razonables.

12.
En caso de que, por alguna razón, los montos depositados por el gobierno sean insuficientes para sufragar el costo de los insumos convenidos en el presente documento de proyecto, el PNUD lo comunicará al gobierno a fin de obtener fondos adicionales. De no haber fondos adicionales disponibles, el PNUD podrá reducir, suspender o cancelar la asistencia que se haya de prestar en virtud del presente documento de proyecto, tras las consultas del caso con el gobierno y el BID.

Artículo II

1.
El PNUD mantendrá las siguientes cuentas bancarias separadas que devenguen intereses (en lo sucesivo denominadas las “cuentas bancarias designadas”) exclusivamente para la administración de los fondos del BID:


a)
En los Estados Unidos – Una cuenta principal en dólares de los EE.UU. en un banco comercial, a la cual el BID hará todas las transferencias en dólares de los Estados Unidos al PNUD correspondientes a los proyectos que financie y de la cual el PNUD transferirá esos fondos a la cuenta bancaria del proyecto del PNUD/BID en el país respectivo. Esta cuenta será denominada “UNDP Special Treasury IDB Account" No. 323-373917 JPMorgan Chase Bank, New York, New York SWIFT: CHASUS33.

b)
En cada uno de los países de que se trate – Una cuenta en dólares de los EE.UU. para recibir las transferencias de la cuenta principal del PNUD antes mencionada y contra la cual se efectuarán los desembolsos en dólares de los EE.UU. correspondientes al proyecto, que se denominará “UNDP Representative in Uruguay IDB Nº 7379986, en el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Uruguay S.A., y una cuenta en moneda nacional para recibir los fondos de la contrapartida local y contra la cual se efectuarán los desembolsos en moneda nacional correspondientes al proyecto, que se denominará “Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo", en pesos uruguayos en el Banco Bilbao Vizcaya Argentaria Uruguay S.A., Nº 121818-2.  En los países en los que no se utilicen o no se puedan utilizar cuentas bancarias locales en dólares de los Estados Unidos, se mantendrán dos cuentas bancarias separadas en moneda nacional, una para los recursos del BID y otra para los fondos de contrapartida local.


Los intereses devengados por los saldos de las cuentas corrientes serán acreditados a esas mismas cuentas y utilizados únicamente para el proyecto.

2.
El PNUD asentará todos los débitos y créditos en cuentas subsidiarias separadas del libro mayor de sus sistemas financieros para este proyecto (en lo sucesivo denominadas las “cuentas del proyecto”), de conformidad con lo requerido en las cláusulas contractuales del préstamo (Condiciones generales, Artículo 7.01) o de la operación de cooperación técnica del BID (Condiciones generales, Artículo 13), según proceda. Además, los fondos del BID y los recursos de la contrapartida local serán contabilizados en forma separada.

3.
Como condición de elegibilidad para el primer desembolso de la contribución o de los fondos del BID, el gobierno transmitirá a éste la información relativa a la(s) cuenta(s) bancaria(s) que deberá usar el BID para hacer todos los desembolsos correspondientes al proyecto de conformidad con sus propios requisitos. Únicamente podrá modificarse la información de la cuenta bancaria relativa a las corrientes de desembolsos cuando el BID reciba una solicitud escrita del gobierno a tales efectos y la apruebe.

4.
El gobierno podrá optar por uno de dos métodos para pagar la contribución proporcional para la financiación de los gastos:


a.
Hacer el pago al PNUD con cargo a sus propios recursos o a los fondos del BID; o bien


b.
Pedir que el BID efectúe el pago directamente al PNUD.

5.
En el caso de la opción b, el gobierno autoriza por este medio al PNUD para que presente directamente al BID las solicitudes de desembolso de fondos que haya de pagar o administrar de conformidad con lo dispuesto en el presente documento de proyecto. Después de la entrada en vigor del presente documento de proyecto, el gobierno presentará prontamente al BID una solicitud por escrito y autorización para desembolsar los montos correspondientes a la(s) cuenta(s) bancaria(s) designada(s) una vez que éste reciba del PNUD las solicitudes debidamente justificadas, según lo descrito más arriba en el párrafo 4.  El gobierno dará al PNUD copia de la autorización mencionada. El monto total que se ha de desembolsar y depositar en la(s) cuenta(s) bancaria(s) designada(s) no excederá del equivalente de 21:430.641 dólares de los EE.UU.  El organismo ejecutor o el PNUD deberá solicitar los desembolsos de conformidad con los procedimientos operacionales y la respectiva política del BID.

6.
El PNUD presentará al BID las solicitudes de desembolso con copia al gobierno. Esos desembolsos no limitarán el derecho del gobierno a impugnar una suma que cobre el PNUD ni a impartir instrucciones al BID en el sentido de que ajuste un pago futuro según el monto impugnado, a condición de que el gobierno lo notifique sin demora al PNUD. El gobierno conserva también el derecho de poner término a este acuerdo de pago mediante notificación por escrito hecha simultáneamente al PNUD y al BID con 30 días de antelación.

7.
El PNUD no estará obligado a comenzar ni continuar la prestación de los servicios de apoyo hasta que los respectivos desembolsos a que se hace referencia en el párrafo 4 supra se hayan recibido en la(s) cuenta(s) bancaria(s) designada(s) antes mencionadas. El PNUD no efectuará gastos por montos superiores a los fondos recibidos ni asumirá responsabilidad alguna por gastos cuyo monto exceda de los fondos depositados en esa(s) cuenta(s).

8.
Las cuentas del proyecto y los estados financieros estarán expresados en dólares de los Estados Unidos y el PNUD hará los pagos y asentará los gastos al tipo de cambio operacional de las Naciones Unidas vigente en la fecha de la transacción. Todos los informes y estados financieros estarán expresados utilizando el tipo de cambio operacional de las Naciones Unidas.

9.
El PNUD está informado de que se requiere aprobación escrita del BID para introducir ajustes o modificaciones en los montos de las categorías de gastos estipuladas en el Apéndice 3 que excedan de las correspondientes asignaciones presupuestarias previstas en el presente documento de proyecto; para modificar o aumentar los gastos por concepto de personal y servicios de consultoría del PNUD o para introducir cualquier modificación en los Apéndices 2, ó 3 del presente documento de proyecto incluso, entre otras, enmiendas que se refieran al ámbito y las actividades que se han de realizar, su duración y las especificaciones de los bienes, servicios u obras.  Los gastos por concepto de ajustes o modificaciones no autorizados por el BID no podrán imputarse a los fondos proporcionados por el BID y, por lo tanto, éste no tramitará solicitud alguna de desembolso relativa a esos gastos o aumentos. Para una simple reformulación del presupuesto anual del proyecto no se necesitará la autorización del BID, pero el gobierno le comunicará a éste los cambios de esa índole que efectúe.

10.
Durante toda la ejecución del proyecto, la oficina del PNUD en el país comprobará que la proporción de la financiación con recursos de contrapartida local y con recursos del BID sea la indicada en la matriz de financiación estipulada en el Acuerdo con el BID.

Artículo III

1.
El PNUD proporcionará el personal necesario para prestar los servicios de apoyo ya sea de su propia plantilla o contratando a consultores expertos en la forma indicada en el Apéndice 2 y en consulta con el gobierno, el cual será responsable de obtener una declaración del BID de no tener objeciones al respecto. En todo caso, el empleo de consultores externos no eximirá al PNUD en modo alguno de sus obligaciones y responsabilidades con arreglo al presente documento de proyecto, incluida la plena y satisfactoria realización de las tareas y actividades a que se hace referencia en el párrafo 1 del Artículo I. El PNUD tampoco asignará esas tareas y actividades a terceros ni subcontratará parte alguna de ellas con terceros. El PNUD recabará la aprobación del gobierno, el cual, a su vez, obtendrá la aprobación del BID respecto de lo siguiente:


a.
El nombre, la nacionalidad y la descripción de las funciones de cada uno de los expertos calificados que se hayan identificado, antes de su selección y contratación;


b.
La lista de empresas de consultoría preseleccionadas que se invitarán a presentar propuestas; y


c.
Los términos de referencia de los consultores.

2.
El PNUD tomará las providencias necesarias para hacer todos los pagos adeudados a esos funcionarios o consultores en relación con su trabajo.

3.
El PNUD incluirá cláusulas adicionales especiales en sus contratos, convenidas con el BID, para preservar su condición jurídica especial.

4.
Los funcionarios o consultores, en el desempeño de sus funciones de conformidad con sus respectivos términos de referencia, serán asignados para trabajar con el organismo ejecutor, cooperarán estrechamente con el personal de contrapartida y prestarán asistencia en la ejecución del proyecto de conformidad con las directivas generales que emita el gobierno en consulta con el PNUD. El PNUD proporcionará a esos funcionarios o consultores la orientación, supervisión, apoyo administrativo, apoyo técnico y servicios de asesoramiento adecuados que considere necesarios para la ejecución satisfactoria del proyecto. Asimismo, de conformidad con sus normas internas, el PNUD contratará para sus funcionarios y consultores un seguro contra riesgos de salud, muerte, hospitalización y responsabilidad ante terceros derivados de la labor que realicen con arreglo al presente documento de proyecto.

5.
El PNUD verificará que la adquisición de bienes, obras, y/o servicios de consultoría para el proyecto se efectúe de conformidad con lo dispuesto en el Contrato de Préstamo.  Las normas y reglamentos del PNUD en materia de adquisiciones serán aplicables a título suplementario cuando no sean incompatibles con lo dispuesto en el Contrato de Préstamo. El equipo, una vez entregado en el (los) sitio(s) del proyecto, pasará a ser propiedad del gobierno. En la medida en que los derechos de aduana, gravámenes e impuestos relacionados con la descarga, el despacho por aduana y el transporte interior del equipo y los suministros en el país no sean objeto de exención gubernamental, el gobierno será responsable de los gastos por ese concepto y los sufragará con cargo a recursos distintos de los indicados en el Apéndice 3.

6.
El PNUD asegurará el equipo y los suministros durante el transporte y hasta la entrega en el puerto de entrada o hará que el proveedor los asegure. El PNUD tomará las providencias necesarias para los demás seguros relativos al proyecto que convenga con el gobierno. El PNUD no será responsable de los daños o perjuicios que sufra el equipo o los suministros proporcionados en virtud del presente documento de proyecto más allá de su obligación de asegurarlos en la forma indicada en el presente párrafo.

7.
El BID y el gobierno tendrán el derecho irrestricto a utilizar, sin el pago de cargos o comisiones, los estudios, documentos o productos preparados en virtud del presente documento por los funcionarios o consultores del PNUD, incluido el derecho a reproducirlos en forma independiente, distribuir ejemplares o difundirlos de cualquier otra forma. Lo que antecede quedará estipulado en los contratos entre el PNUD y los consultores que sean empleados para el proyecto.

8.
El BID y el gobierno no tendrán limitación o restricción alguna para utilizar los datos o resultados de la investigación realizada en virtud del presente documento para preparar una nueva obra original o derivada o un nuevo producto u obra derivado respecto del cual pueda pedirse una patente o un derecho de propiedad industrial a condición de que, en esos casos, la obra o el producto original o derivado deberá exhibir una nota de descargo de la responsabilidad del PNUD y para dar a conocer que la obra o el producto original o derivado no ha sido refrendado por el PNUD.

9.
Salvo que el gobierno y el PNUD convengan en algo distinto por escrito, el gobierno será responsable de la contratación, empleo y gastos de seguridad social del personal de contrapartida local y de los servicios administrativos de apoyo, tales como servicios locales de secretaría y de personal auxiliar, espacio de oficina, equipo y suministros de producción nacional, transporte dentro del país y las comunicaciones necesarias para la ejecución del proyecto y la prestación de los servicios. El gobierno sufragará esos gastos directamente con recursos distintos de los indicados en el Apéndice 3.

10.
El gobierno se ha comprometido a llevar a cabo todas las actividades de adquisiciones necesarias para la ejecución de la parte del proyecto financiada por el BID, de conformidad con lo dispuesto en el Contrato de Préstamo y con los principios de un efectivo proceso de licitación internacional. Cuando el BID haya emitido su declaración de “no objeción”, de conformidad con las normas del PNUD aplicables a la ejecución por el gobierno, la oficina del PNUD en el país no estará obligada a enviar la misma propuesta al Comité de Contratos del país ni al Comité de Contratos de la sede del PNUD. El gobierno deberá indicar su deseo de que el PNUD examine las actividades de adquisición cuyo monto esté por debajo de los límites monetarios estipulados en el contrato, para lo cual se necesita el examen previo por el BID. El gobierno seguirá estando obligado a sufragar el costo con sus propios recursos si ulteriormente se declara que no procede que el producto adquirido sea financiado por el BID. El PNUD incluirá cláusulas adicionales especiales, convenidas con el BID en sus contratos, para preservar su condición jurídica especial.

Artículo IV

1.
El organismo ejecutor será responsable de contratar los servicios de una empresa privada de contadores públicos independientes que sea aceptable para el BID y que actúen como auditores externos para este proyecto. La selección y contratación de los auditores se ajustará a los requisitos del BID. Las auditorías externas del proyecto se realizarán de conformidad con las disposiciones correspondientes del Contrato de Préstamo y según términos de referencia comunes que comprendan las necesidades de ambas organizaciones (el BID y el PNUD) combinadas en un informe de auditoría. Este informe constará, entre otras cosas, de un análisis del estado de los gastos del proyecto por el PNUD (conocido como informe combinado de ejecución) o, como alternativa, la conciliación de los estados financieros del proyecto y el estado del PNUD relativo a los gastos del proyecto. El estado del PNUD relativo a los gastos del proyecto (o conciliación) deberá formar parte del informe de auditoría. El organismo ejecutor será responsable del pago de la auditoría a la empresa utilizando el producto de los fondos proporcionados por el BID. Los informes de auditoría serán presentados a la administración del proyecto, al PNUD y al BID en el plazo indicado en el contrato de préstamo o el acuerdo de cooperación técnica con el BID y, a más tardar, al 30 de abril del año siguiente.

2.
Con respecto a los servicios de apoyo que se presten en virtud del presente documento de proyecto, las siguientes disposiciones contables y financieras generales serán aplicables.


a.
El PNUD establecerá un sistema interno de control y contabilidad que producirá informes que le permitan al gobierno registrar y supervisar con exactitud las transacciones financieras del proyecto de conformidad con los requisitos del BID.


b.
El PNUD pondrá a disposición del organismo ejecutor, de los auditores externos del proyecto y del personal de supervisión del BID, todos los registros financieros y contables relacionados con el proyecto, incluida la documentación que los corrobore, así como cualquier otra información relativa al proyecto que sea necesaria en el contexto de la auditoría externa y de las visitas de inspección del BID. El original de los documentos relativos al proyecto quedará en la oficina del PNUD en el país a disposición del organismo ejecutor, los auditores externos y el personal de supervisión del BID. El PNUD tendrá derecho a llevar a cabo auditorías adicionales de conformidad con sus normas y prácticas en la materia.


c.
El PNUD conservará toda la documentación justificativa de las transacciones financieras (esto es, registros contables y financieros, contratos, facturas, cuentas, recibos y otros documentos) y otros registros financieros que documenten los pagos hechos con cargo a las cuentas bancarias designadas, hasta que transcurran por lo menos tres años a partir de la fecha del último desembolso.


d.
Los gastos por concepto de servicios personales previstos en el Apéndice 3 comprenderán los sueldos, las prestaciones y otros derechos aplicables a los funcionarios del PNUD. El PNUD presupuestará esos gastos sobre la base del costo estimado, sujeto a justificación adecuada y a que el BID acepte las diferencias entre el presupuesto y el costo real. Al PNUD se le reembolsará por la prestación de esos servicios de apoyo según su costo real. Previa consulta entre el gobierno y el PNUD, y con sujeción a la aprobación previa del BID, se podrán introducir los ajustes que sean necesarios en la duración, la índole y el costo de esos servicios de apoyo, si se determina que ello redundaría en beneficio del proyecto.


e.
Los gastos por concepto de contratación de los consultores previstos en el Apéndice 3 serán especificados en los contratos entre el PNUD y los respectivos consultores y no excederán de los fijados en esos contratos. Previa consulta entre el gobierno y el PNUD, y con sujeción a la aprobación del BID, podrán introducirse los ajustes en la duración de sus servicios a que se hace referencia en el Apéndice 2 si se determina que ello redunda en interés del proyecto.


f.
El PNUD incluirá, en los contratos con las empresas de consultoría y los consultores particulares financiados con recursos del BID, una cláusula en virtud de la cual se retendrá no menos del 10% del importe total hasta que el gobierno y el BID aprueben el informe del consultor.


g.
Los gastos por concepto de adquisición de equipo se limitarán a las partidas indicadas en el Apéndice 3.


h.
Si, por circunstancias imprevistas, los fondos indicados en el Apéndice 3 del presente documento de proyecto resultasen insuficientes para sufragar el costo total de la prestación de los servicios de apoyo, el PNUD lo comunicará al gobierno. En tal caso, las partes celebrarán consultas con miras a convenir en las modificaciones que procedan en los servicios de apoyo de manera de que los fondos proporcionados por el gobierno sean suficientes para sufragar todos los gastos derivados de la prestación de esos servicios.


i.
Teniendo presente que el PNUD habrá abierto la(s) cuenta(s) bancaria(s) designada(s) de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del Artículo II supra, ni el gobierno ni el BID imputarán responsabilidad alguna al PNUD por los perjuicios financieros que puedan producirse como resultado de:

· Riesgos relacionados con la solvencia de las instituciones bancarias seleccionadas;

· Riesgos relacionados con el riesgo soberano del país de que se trate, entre otros los relativos a nacionalización de bancos, congelación de cuentas, guerra civil, etc. o

· La devaluación de la moneda.

Artículo V

1.
El PNUD presentará los informes relativos a los servicios de apoyo que, dentro de los límites de lo razonable, pidan el gobierno y el organismo ejecutor del proyecto en ejercicio de sus obligaciones. Además, el personal del PNUD prestará asistencia al organismo ejecutor, de ser necesario, en la preparación de los informes relacionados con sus obligaciones con el BID.

2.
Una vez que el PNUD termine de prestar los servicios de apoyo, se presentará al gobierno un informe final de los gastos.

3.
El PNUD mantendrá los fondos del proyecto que no haya utilizado en la(s) cuenta(s) bancaria(s) designada(s), con inclusión de los intereses devengados que no desembolse u obligue una vez terminado el presente proyecto. El PNUD dispondrá del (de los) saldo(s) no utilizado(s) con arreglo a las instrucciones que reciba del gobierno y con la aprobación previa del BID. El gobierno comunicará al PNUD las prórrogas en la fecha del último desembolso para el préstamo o la operación de cooperación técnica que convenga con el BID. En consecuencia, el PNUD comunicará al gobierno el saldo no utilizado del préstamo o la operación de cooperación técnica disponible a esa fecha.

Artículo VI

1.
En todas las cuestiones relacionadas con el cumplimiento de las disposiciones del presente documento de proyecto, el gobierno hará aplicables las disposiciones del Modelo de Acuerdo Básico de Asistencia al PNUD, sus bienes, fondos y haberes, sus funcionarios y las personas que éste designe para prestar servicios con arreglo al presente documento.

2.
El gobierno será responsable de tramitar y liquidar las reclamaciones presentadas por terceros contra el PNUD, sus funcionarios u otras personas que presten servicios en su nombre y que no estén cubiertas por el seguro contratado por el PNUD con arreglo al párrafo 3 del Artículo III de las disposiciones de administración del presente documento de proyecto, salvo que el PNUD y el gobierno decidan de común acuerdo que esas reclamaciones u obligaciones se deban a culpa grave o dolo de esas personas.

Artículo VII

1.
Las diferencias, controversias o reclamaciones que se susciten en virtud del presente documento de proyecto, relacionadas con él o con el incumplimiento de alguna de sus disposiciones serán resueltas por negociación directa, o dirimidas, mediante arbitraje de conformidad con el Modelo de Acuerdo Básico de Asistencia con el gobierno.

2.
Ninguna de las cláusulas del presente documento de proyecto ni que se relacione con alguna de sus disposiciones será interpretado como excepción a lo establecido en la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas.

Artículo VIII


Las enmiendas al presente documento de proyecto o sus apéndices serán introducidas mediante acuerdo mutuo de las partes mediante intercambio de cartas. El gobierno será responsable de pedir al BID que emita por escrito su declaración de no objeción respecto de cualquier enmienda de esa índole antes de hacerla efectiva.

Artículo IX

1.
El presente documento de proyecto dejará de tener validez cuando hayan transcurrido 30 días a partir de la fecha en que cualquiera de las partes haya notificado por escrito a la otra de su decisión de ponerle término. El gobierno consultará con el BID antes de notificar la terminación del documento de proyecto o inmediatamente después de que reciba del PNUD una notificación de esa índole, según proceda.

2.
Las obligaciones contraídas por las partes en virtud del presente documento de proyecto seguirán vigentes, una vez terminado el proyecto, en la medida necesaria para poner término ordenadamente a las actividades, proceder al retiro de funcionarios, fondos y haberes, liquidar las cuentas entre las partes contratantes y liquidar las obligaciones contractuales por concepto de personal, subcontratistas, consultores o proveedores.

Artículo X

1.
El presente documento entrará en vigor en la fecha en que sea firmado por ambas partes contratantes. En caso de no ser firmado por ambas partes en la misma fecha, la última que lo haga comunicará prontamente a la otra la fecha en que lo haya firmado y será ésta la fecha en que entrará en vigor.

2.
Las notificaciones o solicitudes que haya que hacer o se pueda hacer en virtud del presente documento de proyecto y los acuerdos entre las partes previstos en él deberán constar por escrito. Se considerarán debidamente hechas las notificaciones o solicitudes cuando tengan lugar en persona o por correo, telegrama, cablegrama, télex o facsímil a la parte a la que haya que hacer o pueda hacerse la notificación o solicitud en la dirección especificada por esa parte en el presente documento o en la que ésta haya indicado mediante notificación a la parte que haga la notificación o la solicitud.

7. Razones del suministro de asistencia por parte del PNUD

Desde 1965 el PNUD ha colaborado profesional, técnica y financieramente en el diseño, ejecución y monitoreo de numerosos programas y proyectos de cooperación técnica en los más diversos campos en el Uruguay y en más de 160 países.

En el momento actual las áreas temáticas de cooperación del PNUD con el Uruguay están establecidas en el Marco de Cooperación 2001-2003, oportunamente aprobado por la OPP y el PNUD, cuyas áreas de concentración se refieren a: (i) creación de un ambiente propicio para el desarrollo de la competitividad y el crecimiento sostenido, (ii) estrategias y políticas de cohesión social y reducción de la pobreza y (iii) conservación del medio ambiente y uso sostenible de los recursos naturales.

Este Proyecto se inscribe plenamente en los objetivos del área (ii) del Marco de Cooperación con el Gobierno, donde el PNUD ofrece un amplio campo para la cooperación en total concordancia con el objetivo de desarrollo del presente Proyecto y con la estrategia seguida en el ámbito de la  Administración Pública y del organismo de ejecución en particular.

En base a la complejidad administrativa y operativa del Programa derivada de la participación de múltiples actores institucionales en su ejecución, (lo que requiere de una adecuada centralización de la administración financiera de los recursos); a la experiencia del PNUD en la administración de operaciones similares en Uruguay y en particular la ATN/JF-7731-UR, con el fin de apoyar el diseño y puesta en funcionamiento del presente Programa; al apoyo técnico adicional que el PNUD ha brindado al ejecutor en la temática de esta operación; y a las garantías de transparencia y neutralidad que aporta, es que el Gobierno ha solicitado su cooperación para la ejecución del presente Proyecto.

C. OBJETIVO DE DESARROLLO
Mejorar las condiciones de vida e inserción social de niños, niñas, adolescentes y su grupo familiar en situación de riesgo social.

D. OBJETIVOS INMEDIATOS, PRODUCTOS Y ACTIVIDADES
Objetivo 1

Niños y adolescentes y su grupo familiar participantes en el Programa reducen riesgos y mejoran su desarrollo personal e integración social. (Componente I)

Producto 1.1
Modelo integral para niños menores de 4 años y sus familias (Plan CAIF). (Subcomponente a).

El responsible directo de la ejecución es el INAME, a través de la Secretaría Ejecutiva del Plan CAIF, en coordinación con la UTN.

Línea de acción 1

Actividad 1.1.1 Seleccionar y capacitar Organizaciones de la Sociedad Civil para gestionar Centros CAIF.

Actividad 1.1.2 Diseñar, capacitar, evaluar y reformular modalidades innovadoras de intervención. 

Línea de acción 2

Actividad 1.1.3  Alcanzar una mayor eficiencia y eficacia en los Centros CAIF. 

Actividad 1.1.4  Establecer un sistema de monitoreo permanente y de evaluaciones externas para la totalidad de los Centros CAIF.

Línea de acción 3

Actividad 1.1.5  Coordinar estrategias de intervención para la primera infancia.

Actividad 1.1.6 Capacitar otras organizaciones que desarollan acciones para la primera infancia.

Producto 1.2 Modelo integral para niños de 4 a 12 años y sus familias. (Subcomponente b)
Las actividades serán dirigidas, coordinadas y controladas por el Consejo de Educación Primaria (CEP) de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP).

Línea de acción 1

Actividad 1.2.1. Implementar asistencia social y legal en las escuelas beneficiadas por el Programa y facilitar la obtención de documentación a los niños de estas escuelas.

Actividad 1.2.2  Realizar actividades de alfabetización de padres y niños en los hogares.

Actividad 1.2.3  Apoyar la publicación de la revista trimestra de ANEP/CEP "Revista Diálogo" y Separata Docente.

Actividad 1.2.4  Apoyar orquestas infantiles existentes y crear dos nuevas.
Actividad 1.2.5  Promover la realización de manifestaciones artísticas y culturales.

Línea de acción 2

Actividad 1.2.6 . Desarrollar actividades de educación física y deportes en las escuelas beneficiadas por el Programa.

Actividad 1.2.7  Realizar jornadas recreativas.

Actividad 1.2.8. Promover jornadas, proyectos y actividades de integración interbarrial.

Actividad 1.2.9  Crear huertas orgánicas en escuelas.

Línea de acción 3

Actividad 1.2.10  Definir los contenidos del programa de promoción de estilos saludables y evaluar y seleccionar propuestas.

Actividad 1.2.11  Brindar capacitación a docentes multiplicadores en materia de estilos de vida saludable.

Actividad 1.2.12  Implementar concursos de proyectos de estilos de vida saludable entre centros educativos.

Producto 1.3  Modelo integral para adolescentes de 13 a 17 años y sus familias. (Subcomponente c).

La responsabilidad de la ejecución y seguimiento estará a cargo del Ministerio de Deporte y Juventud (MDJ/INJU).  Para la implementación de determinadas líneas de acción, la UTN celebrará convenios con el CODICEN (Gerencia de Programas Especiales y Experimentales), con el Ministerio de Educación y Cultura (CECAP).

Línea de acción 1

Actividad 1.3.1  Diseñar, coordinar y supervisar las actividades a desarrollar.

Actividad 1.3.2  Realizar talleres de Orientación Vocacional, Ocupacional y de Formación en Competencias Emprendedoras.
Actividad 1.3.3  Realizar cursos de capacitación específica laboral.
Actividad 1.3.4  Llevar a cabo dos experiencias piloto de Ciclo Básico Laboral.

Actividad 1.3.5  Diseñar cursos de educación a distancia y formar docentes.

Actividad 1.3.6  Desarrollar competencias emprendedoras.

Actividad 1.3.7  Instalar aula informática en el CECAP.

Línea de acción 2

Actividad 1.3.8  Acreditar aprendizaje de desertores del sistema educativo formal.

La responsabilidad de la ejecución y seguimiento estará a cargo de la Gerencia de Programas Especiales y Experimentales de ANEP.

Actividad 1.3.9  Acreditar aprendizaje de jóvenes que participan de cursos de capacitación alternativos.

La responsabilidad de la ejecución y seguimiento estará a cargo de CECAP.

Línea de acción 3

Actividad 1.3.10  Llevar a cabo actividades de integración (jornadas) formativas y recreativas.

Actividad 1.3.11  Formar promotores juveniles. 

Línea de acción 4

Actividad 1.3.12  Crear 44 centros de orientación e información para jóvenes de las zonas de intervención del Programa.

Producto 1.4. Modelo integral de prevención del embarazo precoz. (Subcomponente d)
La ejecución y seguimiento serán responsabilidad del Ministerio de Salud Pública (MSP) y la UTN.  Se coordinará con las instituciones públicas y privadas involucradas en la temática (MSP; MDJ, MTSS, MEC, INAME, Hospital Militar, Policial y BPS), especialmente en la definición de objetivos comunes, relacionados con la salud sexual y reproductiva.

Línea de acción 1.

Actividad 1.4.1  Formar promotores juveniles en prevención del embarazo precoz y  salud reproductiva.
Actividad 1.4.2  Realizar talleres de información y sensibilización, y eventos de difusión audiovisual sobre salud sexual y reproductiva.

Actividad 1.4.3  Apoyar la prevención del embarazo adolescente mediante la acción de promotoras adolescentes.

Línea de acción 2

Actividad 1.4.5  Realizar jornadas de sensibilización y definición de estrategias con instituciones de educación formal Media.

Actividad 1.4.6  Capacitar al personal de los Centros de Salud del MSP en salud sexual y reproductiva.

Actividad 1.4.7  Mejorar los espacios de atención diferenciados para adolescentes en los Centros de Salud.

Línea de acción 3

Actividad 1.4.8  Proporcionar asistencia y seguimiento a madres/padres adolescentes en condición de dificultad y máxima vulnerabilidad social.

Producto 1.5.  Modelo integral para niños y adolescentes en situación de calle. Subcomponente e).
Línea de acción 1

Actividad 1.5.1  Establecer los primeros vínculos con niños en zonas que no estén cubiertas por programas existentes, y con sus familias u otros adultos en los barrios donde residen.

Actividad 1.5.2  Promover la integración de los niños a los barrios y el fortalecimiento familiar ("de la calle al barrio", inclusión de los niños en estructuras comunitarias, acuerdos de apoyo a la familia, acuerdos familiares referidos a hermanos, talleres de intercambio y transferencia metodológica).

Actividad 1.5.3  Realizar talleres de intercambio y transferencia metodológica.

Línea de acción 2

Actividad 1.5.4. Llevar a cabo acciones de acompañamiento y acuerdos de apoyo a las familias de niños atendidos por OSC para garantizar la participación de los niños en ámbitos escolares y sociales requeridos para su desarrollo.

Actividad 1.5.5  Realizar talleres de intercambio y transferencia metodológica.

Línea de acción 3

Actividad 1.5.6  Detectar y dar seguimiento de las madres con niños en situación de calle.
Actividad 1.5.7  Desarrollar habilidades sociales y destrezas ocupacionales y apoyar la inserción laboral de las madres.

Producto 1.6  Servicios de atención familiar para víctimas del maltrato infantil y abuso sexual.  (Subcomponente f)
Línea de acción 1

Actividad 1.6.1  Brindar asistencia a niños y jóvenes y sus familias víctimas de maltrato y abuso derivados por organismos y programas de atención directa.

Actividad 1.6.2  Brindar atención a niños, adolescentes y sus familias derivadas por el Poder Judicial.

Objetivo 2

Mayor acceso a bienes y servicios promoviendo la participación comunitaria y familiar a través de la conformación, fortalecimiento y articulación de redes locales. (Componente II)

Producto 2.1   Promoción del Trabajo en Red. (Subcomponente a)
La UTN realizará un llamado a concurso entre asociaciones civiles, consultores y/o firmas consultoras para la selección de instituciones con anclaje local y/o comunitario.

Actividad 2.1.1  Instalar el Servicio de Orientación, Consulta y Asistencia Familiar (SOCAF) en los barrios seleccionados.

Actividad 2.1.2 Elaborar planes zonales y guía de recursos comunitarios.

Actividad 2.1.3  Crear e implementar el Fondo de Iniciativas Comunitarias (FIC) para actividades de promoción social, infraestructura y equipamiento.

Actividad 2.1.4  Formar agentes de promoción comunitaria.

Producto 2.2 Capacidades familiares fortalecidas. (Subcomponente b).

La UTN realizará un llamado a concurso entre asociaciones civiles, consultores y/o firmas consultoras para la selección de instituciones con anclaje local y/o comunitario.

Actividad 2.2.1  Realizar talleres sobre pautas de crianza y para facilitar el acceso de las familias a servicios relacionados con la mejora del bienestar de la familia

Producto 2.3  Espacios públicos y comunitarios para deporte y recreación mejorados, (Subcomponente c).

La UTN firmará un convenio con el MDJ estableciendo las responsabilidades por el uso de los recursos.  Los gastos elegibles y sus montos serán acordados entre la UTN y el MDJ y serán incluidos en el convenio previa no-objeción del BID.

Actividad 2.3.1  Coordinar acciones destinadas a reacondicionar los espacios físicos.

Actividad 2.3.2  Sensibilizar a la comunidad para el cuidado y mantenimiento de las instalaciones.

Actividad 2.3.3  Reparar, adecuar y equipar las instalaciones.

Producto 2.4  Mecanismo de control social implementado. (Subcomponente d)
La responsabilidad estará a cargo de la UTN a través de los SOCAF.

Actividad 2.4.1  Crear y poner en funcionamiento Mesas de Coordinación Zonal.

Actividad 2.4.2  Instalar y poner en funcionamiento una línea telefónica gratuita en el ámbito de la UTN.

Objetivo 3

Fortalecimiento de la capacidad institucional de los organismos públicos tanto de nivel nacional como local y de la sociedad civil, participantes en el Programa, con miras a la prevención y a una atención articulada e integrada.  (Componente III)

Producto 3.1  Políticas y programas de infancia y adolescencia planificas y coordinadas. (Subcomponente a)
La responsabilidad de la ejecución estará a cargo de la UTN.

Actividad 3.1.1 Elaborar el Plan Integral de Infancia y Adolescencia.

Actividad 3.1.2  Apoyar la creación y consolidación de las Comisiones Departamentales del Art. 37 (Ley de Seguridad Ciudadana).

Actividad 3.1.3  Apoyar a la Comisión de Erradicación del Trabajo Infantil.

Producto 3.2  Organismos participantes fortalecidos. (Subcomponente b)

El Programa apoyará el fortalecimiento del INAME, de la Dirección General de Registro Civil (MEC), de la Dirección Nacional de Identificación Civil (Ministerio del Interior).  A su vez, promoverá la capacitación de los organismos coejecutores del Programa.

Actividad 3.2.1  Elaborar un manual de procedimientos administrativos para la gestión de la UTN y los Organismos coejecutores.

Actividad 3.2.2  Realizar la reingeniería o readecuación del INAME y fortalecer el Sistema de Información para la Infancia (SIPI) de beneficiarios del INAME.

Actividad 3.2.3  Apoyar la identificación y registro de niños en situación de vulnerabilidad y riesgo.

Actividad 3.2.4  Capacitar y realizar investigaciones referidas a la institucionalidad en infancia, adolescencia y familia. 

Producto 3.3  Sistema Nacional de Información para Infancia y Adolescencia (SINIA) desarrollado e implantado. (Subcomponente c).
La UTN proveerá la articulación de los Sistemas de Información sobre Infancia y Adolescencia durante los tres primeros años.  Posteriormente, el INAME será el organismo responsable.

Actividad 3.3.1  Desarrollar e implantar el Sistema de Información para la Infancia y Adolescencia.

Actividad 3.3.2 Desarrollar e implantar el Registro Único de beneficiarios.

Actividad 3.3.3  Incorporar un Módulo de encuesta sobre Infancia y Adolescencia mediante acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística (INE).

Objetivo 4

Niños, adolescentes, familias y población en general, sensibilizados sobre los derechos de los niños y adolescentes; y población objetivo informada sobre los beneficios del Programa. (Componente IV)

La responsabilidad estará a cargo de la UTN.  Se contratarán ONGs especializadas y consultorías.

Producto 4.1  Estrategia de comunicación destinada a sensibilizar a la población sobre la temática de la infancia y la adolescencia, diseñada e implementada. (Línea de acción 1)
Actividad 4.1.1  Producir 5 videos sobre temas referidos a la infancia y adolescencia.

Actividad 4.1.2  Realizar talleres de difusión.

Actividad 4.1.3 Organizar concursos con la participación de niños y adolescentes en general.

Actividad 4.1.4  Organizar concursos para agencias de publicidad.

Actividad 4.1.5  Organizar la Bienal de la niñez y adolescencia para difundir las expresiones artísticas realizadas por niños y jóvenes participantes del Programa.

Actividad 4.1.6  Seminarios, talleres y entrevistas con el sector empresarial.

Actividad 4.1.7  Crear y sostener una página web solidaria.

Producto 4.2   Estrategia de comunicación destinada a estimular a los niños y adolescentes a expresar sus derechos. (Línea de acción 2).
Actividad 4.2.1 Producir 5 videos para estimular a los niños y adolescentes a expresar sus derechos.

Actividad 4.2.2  Realizar talleres de difusión.

Actividad 4.2.3  Organizar concursos con la participación de niños y adolescentes en general.

Actividad 4.2.4  Organizar concursos para agencias de publicidad.

Producto 4.3  Mecanismos de comunicación entre niños y adolescentes promovidos. (Línea de acción 3)

Actividad 4.3.1 Promover contactos epistolares entre niños y adolescentes beneficiarios y no beneficiarios del Programa.

Actividad 4.3.2  Realizar talleres de integración de niños y adolescentes.

Producto 4.4  Temas y actividades del Programa difundidos. (Línea de acción 4)
Actividad 4.4.1  Elaborar publicaciones técnicas.

Producto 4.5  Grupos meta del Programa informados sobre objetivos y actividades. (Línea de acción 5).

Actividad 4.5.1 Realizar reuniones de presentación general del Programa.

Actividad 4.5.2  Preparar materiales de difusión y promoción del Programa.

E. INSUMOS

1.  A proveer a través del PNUD con cargo a los costos compartidos aprobados por el Gobierno con recursos provenientes del préstamo 1434/OC-UR del Banco Interamericano de Desarrollo.

· Consultores internacionales

· Consultores nacionales 

· Convenios con co-ejecutores

· Viajes

· Capacitación.  Talleres

· Equipos:

2.  A proveer a través del PNUD con cargo a los costos compartidos aportados por el Gobierno con recursos de aporte local.

· Recursos Humanos y Técnicos de los diferentes componentes

· Apoyo Logístico y administración

3.  Insumos en especie a proveer por la Secretaría de la Presidencia

Locales, muebles y útiles de oficina

Equipos y suministros

Gastos de comunicaciones

Varios

F. RIESGOS

`
El impacto y la sostenibilidad de la presente operación estarán sujetos al cambio de las prácticas institucionales que es necesario para lograr una coordinación permanente y articulación de las intervenciones de los diferentes organismos. En este sentido, el aspecto de intersectorialidad de la operación constituye un riesgo si no se consideran medidas de mitigación. Se prevé que este riesgo se reduce, por la alta voluntad y prioridad política de enfrentar la problemática que atenderá el Programa, la cual queda de manifiesto tanto para el país como para el BID por el hecho de que el Programa será coordinado desde la Secretaría de la Presidencia.

Con el propósito de lograr un cambio de estas prácticas poco coordinadas, el Programa incluyó, desde el inicio de su diseño, actividades dirigidas a discutir y planificar una estrategia común para contribuir a resolver la problemática de la niñez y adolescencia en riesgo social. Entre ellas, se realizaron talleres donde hubo una alta y activa participación de representantes de alto nivel de los distintos organismos públicos involucrados en la temática. En dichos talleres se analizó particularmente el tema de la insuficiente coordinación entre los organismos y la escasa articulación de muchos programas e intervenciones, rescatándose experiencias positivas que fueron incorporadas en el diseño. Asimismo, representantes de alto nivel de los organismos involucrados participaron activamente en el diseño del Programa. Se ha previsto además constituir el Comité Técnico de Coordinación, donde haya una participación de técnicos de los organismos participantes, para estar constantemente revisando las acciones que requieren de una mayor articulación y ajustar los mecanismos que se hayan acordado.

G. OBLIGACIONES ANTERIORES Y REQUISITOS PREVIOS A LA FIRMA DE ESTE DOCUMENTO

La firma del documento de Préstamo UR-0134 entre el Gobierno de Uruguay y el Banco Interamericano de Desarrollo será condición previa para iniciar la ejecución del presente Proyecto.
H. EXAMEN, PRESENTACION DE INFORMES Y EVALUACION

El proyecto será objeto de evaluación, incluyendo reuniones de examen con participación del Gobierno, del BID y del PNUD.

El Coordinador del Proyecto preparará y someterá a cada una de las reuniones de examen, un Informe de Evaluación.

Se preparará un Informe Final del Proyecto para su consideración en la reunión de examen final, que se elaborará con la suficiente antelación para que las partes puedan examinarlo y ajustar sus aspectos técnicos antes del examen final.

I. CONTEXTO LEGAL

1. El presente Documento de Proyecto constituye el instrumento al que hace referencia el Artículo I, numeral 1, del Acuerdo (en adelante el Acuerdo) entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (en adelante las Partes), suscrito el 12 de diciembre de 1985 y ratificado por la ley nacional  No.15.957 de 2 de junio de 1988  (Diario Oficial de 5 de octubre de 1988).  Las formas de asistencia y los servicios de apoyo que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (en adelante PNUD) ofrecen al Gobierno de la República Oriental del Uruguay, en el marco de un proyecto de cooperación técnica en las diversas áreas de desarrollo social, económico y tecnológico, incluso los prestados con financiamiento de otras fuentes distintas al PNUD que fueren aprobados expresamente por ambas Partes, son aquellas formas enumeradas en el artículo II del Acuerdo así como los servicios comprendidos en el punto 2. del “Memorándum de Entendimiento sobre el Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el PNUD”, firmado en Montevideo, el 21 de julio de 1999, en aplicación de lo dispuesto por el numeral 1. literal g) del artículo II del referido Acuerdo. 

2. A los efectos de este Documento de Proyecto, cabe entender que: I) la Oficina de Planeamiento y Presupuesto,  que asesora al Gobierno en todos los aspectos atinentes a la asistencia técnica ofrecida al país, es el Organismo de Cooperación del Gobierno, a que alude el Artículo III, numeral 1), del Acuerdo y el canal oficial de todo lo vinculado a la administración y ejecución de las políticas de la Cooperación Técnica brindadas al Gobierno, a través del PNUD, conforme lo estipula el artículo I numeral 3, de dicho Acuerdo. Es asimismo,  el organismo encargado de coordinar el relacionamiento entre los organismos internacionales oferentes y los organismos públicos y organizaciones privadas demandantes de cooperación así como de difundir los programas y determinar las áreas, sectores y temas prioritarios para actividades de cooperación técnica internacional. II) el Organismo Nacional de Ejecución  acordado con el Gobierno para este proyecto es el que aparece identificado como tal en la carátula de este instrumento; y III) el  Ministerio de Relaciones Exteriores es el canal oficial del Gobierno para todo lo relacionado a temas de  privilegios e inmunidades que puedan originarse con motivo de la aplicación por parte del  PNUD del presente instrumento, conforme lo estipula el  Articulo I, numeral 3, del Acuerdo antes relacionado.

En materia de responsabilidades, inmunidades y privilegios del PNUD, son aplicables, además de lo dispuesto en el numeral 1 precedente, las normas del articulo 105 de la Carta de las Naciones Unidas y las de la Convención de Privilegios e Inmunidades de las Naciones Unidas  aprobada el 13 de febrero de  1946 y ratificada por el decreto ley 15.482 de 9 de noviembre de 1983.

3.
En las contrataciones de bienes y servicios que otorgue el PNUD a solicitud del Organismo Nacional  de Ejecución o éste último en cumplimiento  del presente Documento de Proyecto, regirán las normas y procedimientos vigentes del PNUD de acuerdo a sus Manuales de Programación,  Financiero y de Administración, así como las disposiciones establecidas de común acuerdo entre el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Representante Residente del PNUD en el marco de dichas normas y procedimientos del PNUD.

4. 
Salvo expresión concreta en contrario en el presente Documento de Proyecto regirán las siguientes normas: 
a) El Coordinador del Proyecto tendrá como cometido gerenciar las actividades determinadas en el Documento de Proyecto, debiendo lograr los resultados  esperados conforme al cronograma establecido. Durante la ejecución tendrá las atribuciones suficientes para actuar en nombre del Organismo Nacional de Ejecución. A tal efecto, deberá aplicar en lo pertinente las normas y procedimientos vigentes del PNUD en materia de ejecución nacional y sus sucesivas modificaciones que hubieren sido notificadas a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto.

Salvo que el presente Documento de Proyecto exija alguna autorización especial o establezca algún límite,  el Coordinador  del Proyecto estará autorizado expresamente para:

i) hacer efectivas todas las solicitudes de desembolsos y de contrataciones previstas en el Proyecto, con exclusión de la referida a su propia contratación y a la de los jefes de área, las  que deberán ser firmadas por el jerarca máximo del Organismo Nacional de Ejecución. En el caso de los arrendamientos de servicio, dejará expresa constancia del rendimiento del personal contratado,  así  como de la observancia de los términos de la declaración jurada.   En el caso de los arrendamientos de obra deberá controlar la calidad del producto entregado y las demás condiciones de ejecución contratadas.

ii) proceder a la apertura de cuentas o cajas de ahorro, bajo la denominación “PNUD Programa Integral de Infancia, Adolescencia y Familia en Riesgo URU/03/001” en Bancos públicos o privados habilitados por el Banco Central del Uruguay para depositar los anticipos de fondos que reciba del PNUD así como para practicar toda operación bancaria tendiente a la ejecución del Proyecto; dichos fondos sólo podrán ser retirados a dos firmas conjuntas, siendo el Coordinador del Proyecto el responsable por la correcta contabilización y conservación de comprobantes de los pagos efectuados.

iii) rendir cuentas de los fondos de anticipos recibidos así como de los bienes, servicios y personal contratados para la ejecución del Proyecto;

iv) aplicar en la ejecución del Proyecto la normativa vigente del PNUD en lo relativo a adquisiciones de bienes, contrataciones de servicios, pagos directos, auditoría y rendiciones de cuentas.

b) Los fondos transferidos al PNUD en aplicación de compromisos de financiamiento del Proyecto  ya sean aportados, total o parcialmente, por el Gobierno o por una fuente externa al mismo, incluidos los provenientes de préstamos o donaciones - serán administrados conforme a las reglas, procedimientos y regulaciones aplicables por el PNUD. La recepción de cada transferencia por el PNUD señalará la oportunidad en que tales fondos quedan sujetos a dicha normativa así como determinará el tipo de cambio de Naciones Unidas que el PNUD aplicará para convertir en dólares americanos los importes transferidos en otra moneda. Los anticipos de fondos entregados por el PNUD en cumplimiento del Proyecto continuarán sujetos a las reglas, procedimientos y regulaciones del PNUD.

c) El Proyecto será supervisado, evaluado y auditado conforme a las normas, procedimientos y regulaciones establecidos por el PNUD. Dicha normativa es aplicable con prescindencia que la auditoría sea realizada por las propias autoridades públicas competentes o por empresas  auditoras independientes contratadas al efecto. Las Rendiciones de Cuentas de los anticipos de fondos así como de la aplicación de los fondos con cargo al  Proyecto serán realizadas en la forma y modalidades establecidas por el PNUD.

5.
Los siguientes tipos de revisiones al presente Documento de Proyecto podrán realizarse con la firma del Representante Residente del PNUD únicamente, siempre que dicho representante cuente con seguridades que los demás signatarios del Documento de Proyecto no tienen objeciones a los cambios propuestos:

a) Revisiones de cualquiera de los Anexos del Documento de Proyecto o adiciones a ellos.

b) Revisiones que no impliquen cambios significativos en los objetivos inmediatos, los productos o las actividades del proyecto, pero que se deban a una redistribución de los insumos ya acordados o aumentos en los costos.

c) Revisiones anuales obligatorias mediante las que se registran los gastos reales incurridos por el Proyecto durante un año calendario y se transfieren los recursos a años futuros para financiar gastos ya acordados.

6.

El presente proyecto es financiado con recursos puestos a disposición del gobierno por el Banco Interamericano de Desarrollo en virtud del préstamo No. 1434 OC-UR, entre el gobierno de la República O. del Uruguay y el Banco Interamericano de Desarrollo, en lo sucesivo “el Acuerdo con el BID” y será ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el presente documento.  El Acuerdo con el BID y sus anexos constituyen parte integrante del documento de proyecto y están enunciados en su Apéndice 1.


El gobierno, previa consulta con el BID, ha aceptado utilizar parte de los recursos de contrapartida local para financiar los servicios de apoyo que ha de prestar el PNUD según se especifica en el presente documento de proyecto.


El PNUD se ha comprometido a prestar los servicios de apoyo indicados en el Anexo A del Contrato de Préstamo (incluido como Apéndice 1) (en lo sucesivo los “servicios de apoyo”) y a abrir cuentas bancarias separadas y llevar registros contables separados del proyecto para estos efectos.


El gobierno ha comunicado al PNUD que está dispuesto a financiar los gastos del proyecto que no queden comprendidos en la financiación aportada por el BID.”

J.
APÉNDICES

APÉNDICE 1.
CONTRATO DE PRESTAMO Nº 1434/OC-UR   entre la R.O. del Uruguay y el Banco Interamericano de Desarrollo suscrito el 20 de diciembre de 2002.  Programa Integral de Infancia.  Adolescencia y Familia en Riesgo Social.

Anexo A del Apéndice 1:  Propuesta de Préstamo (Descripción del Proyecto BID)

Anexo B del Apéndice 1:  Procedimientos de Licitaciones

Anexo C del Apéndice 1:  Políticas y procedimientos para la selección y contratación de firmas consultoras y consultores individuales.

APÉNDICE 2.
PLAN DE TRABAJO Y CRONOGRAMA DE LA EJECUCIÓN (Se incluirán una vez estén aprobados los correspondientes POA) 

APÉNDICE 3.
PRESUPUESTO

APÉNDICE 4   SERVICIOS DE APOYO DEL PNUD A LA EJECUCIÓN DEL PROGRAMA INTEGRAL DE INFANCIA, ADOLESCENCIA Y FAMILIA EN RIESGO

APÉNDICE 5

CARTA DEL 28 DE FEBRERO DE 2003 DEL BID INDICANDO LA NO-OBJECIÓN AL MODELO DE DOCUMENTO DE PROYECTO A SUSCRIBIR ENTRE EL GOBIERNO Y EL PNUD.

APÉNDICE 4

SERVICIOS DE APOYO DEL PNUD A LA EJECUCIÓN  DEL PROGRAMA INTEGRAL DE INFANCIA, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

EN RIESGO

Todos los programas financiados con recursos provenientes de convenios de préstamo o donación, con contrapartidas del Gobierno y/o recursos propios del PNUD, requieren para su implementación la contratación de consultores individuales, empresas consultoras, u ONGs, la adquisición de bienes o servicios, el pago de gastos operativos, etc. y la administración adecuada y eficiente de los recursos aportados por cada fuente.

La modalidad de ejecución nacional del PNUD permite lograr simultáneamente los siguientes propósitos:

· Fortalecimiento de las capacidades institucionales nacionales: mediante el apoyo operacional y la transferencia de capacidades al Organismo Ejecutor y  co-ejecutores. 
· Rapidez en la ejecución: mediante una mayor agilidad en los procedimientos, que permitan un eficiente desempeño para el cumplimiento de los cronogramas y el logro de los resultados previstos.

· Transparencia y neutralidad: garantizando en forma independiente el estricto cumplimiento de la normativa y procedimientos aplicables.

· Propiedad nacional: todas las decisiones son de exclusiva responsabilidad de, y adoptadas por, el Organismo Ejecutor y co-ejecutores.

El PNUD tiene capacidad jurídica y operativa para ayudar de esta forma en la implementación de programas y proyectos:

· Capacidad jurídica, basada en el Acuerdo Básico y el Memorando de Entendimiento suscritos con el Gobierno Uruguayo (capacidad para adquirir bienes y servicios, importar, contratar, etc, siguiendo las normas y procedimientos aplicables).

· Capacidad operativa: basada en sistemas y procedimientos desarrollados y probados, y en los recursos logísticos y humanos disponibles.

La operativa que se utilizará en apoyo a la ejecución del Programa de Infancia y Familia será la siguiente: El Programa será implementado en acuerdo con el PNUD, mediante un proyecto "principal" cuyo organismo ejecutor responsable será la Secretaría de la Presidencia y varios proyectos "satélites" cuyos responsables serán los diferentes co-ejecutores. Cada uno de estos proyectos actuará para todas las actividades asignadas en forma independiente del resto, logrando de esta manera una descentralización que agilitará y hará más eficiente la operativa del programa.  Para ello, cada Proyecto  - “principal” y “satélites”- tendrá una contabilidad independiente.

Para lograr un control adecuado de todas las actividades, la Unidad Técnica Nacional del Programa recibirá información en forma consolidada, ya sea para reportar al BID o para su propia gestión. Finalmente el seguimiento de la gestión presupuestal y financiera de todos los proyectos ("principal" y "satélites") se podrá realizar mediante Internet y en tiempo real.  

Tanto el proyecto "principal" como los proyectos "satélites" serán objeto de auditoría externa. Toda la documentación e información estará a disposición de la auditoría.

El PNUD asistirá al Programa de Infancia y Familia en las siguientes áreas: 

1. 
ASPECTOS CONTABLES, FINANCIEROS Y PRESUPUESTALES

1.1 Gestión de pagos y contabilización

· Realización de Pagos a solicitud del Organismo Ejecutor o co-ejecutores, mediante cheques o transferencias, a los proveedores y/o consultores dentro de las 48 horas de recibida la solicitud.

· Ejecución de pagos en cualquier país, a través de una oficina de campo del PNUD.

· Adelanto de fondos: Mecanismo de entrega de fondos para efectuar gastos en forma directa, a ser rendidos en forma trimestral.

· Contabilización y registro financiero de todas las transacciones del proyecto (“principal” y “satélites”) en sistemas contables-financieros integrados, garantizando estrictos controles de disponibilidad presupuestal y financiera.

· Homologación de los registros financieros y contables del Organismo Ejecutor y co-ejecutores.

· Conservación, archivo y envío, a solicitud del proyecto, de toda la documentación contable/ financiera.

1.2 Gestión e información presupuestal y financiera 

· Presupuestación: Coordinación con el Organismo Ejecutor y cada co-ejecutor para la  formulación de los presupuestos  (“principal” y “satélites”) y preparación de revisiones presupuestales que fueran necesarias.  Control de la disponibilidad adecuada de los fondos para la correcta implementación del proyecto (“principal” y “satélites” (distribución por componentes y por fuentes de financiación, control de gastos y compromisos vigentes, etc.)

· Intranet: Información en tiempo real, disponible a través de Internet y protegida mediante claves de seguridad, de toda la información contable, financiera y presupuestal. Incluyendo:
· Informes de presupuestos: Datos del proyecto, presupuestos del proyecto y comparación de  revisiones presupuestales

· Informes de transacciones: Comparación de presupuesto y ejecución; detalle de gastos y compromisos; disponibilidad de fondos; informes de ejecución del proyecto y depósitos.

· Consultas de pagos: Se ofrece la posibilidad de visualizar el estado de una solicitud de pago desde el momento en que entra a la Oficina del PNUD hasta el momento en que se realiza el pago, brindando transparencia y seguridad en los procesos.
· Información financiera: Preparación y envío de información contable, financiera y presupuestal en el acto y en forma electrónica.

· Informes consolidados: Información financiera consolidada del proyecto “principal” y “satélites”.

· Información para el BID: Asistencia en la ejecución, rendición y control de fondos, así como en la preparación de informes y solicitud de nuevos desembolsos, cumpliendo los requerimientos del BID en relación con aspectos formales o financieros, tales como el tipo de cambio o el control presupuestal. 

1.3 Servicios conexos

· Servicios bancarios: Beneficios para el proyecto y su personal (posibilidad de abrir cuentas con exoneración de comisión por bajo promedio, sin límite de movimientos y tasas de interés y de cambio preferenciales).

2.
CONTRATACION DE PERSONAL DE PROYECTO

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), a solicitud del Organismo ejecutor o co-ejecutor, procesa y emite los contratos tanto de consultores nacionales como de internacionales requeridos para la ejecución de los Proyectos

2.1 Selección de Personal

Para la selección de personal, se pueden aplicar las siguientes situaciones: 

1. El Organismo Ejecutor (o co-ejecutor) realiza la selección directamente  y gestiona la no objeción del BID. 

2. En caso de ser requerido, y a fin de optimizar la selección de personal, el PNUD ofrece servicios para realizar la difusión en los medios de prensa, recibir los Curriculum Vitae, registrar y clasificar los mismos y apoyar la labor de la comisión evaluadora encargada de la selección. La comisión evaluadora deberá ser designada previo a la iniciación del proceso, e integrada por personal con la calificación requerida para ejercer dicha función.

2.2 Contratación de personal

La contratación de consultores, a solicitud del organismo ejecutor o co-ejecutor , será realizada por el PNUD mediante la aplicación de los siguientes controles y  revisiones de documentos que forman parte de la contratación:

· Revisión del tipo de contrato requerido (servicio / obra),  fechas de inicio y culminación del Contrato, verificación de CV en concordancia con los Términos de Referencia establecidos, presentación de documentación correspondiente a DGI, BPS/Caja Profesional, no-objeción del BID, autorización expresa de la Comisión Asesora de Contratos del Gobierno, verificación de la remuneración prevista de acuerdo a los topes máximos establecidos por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).

· Emisión de contratos en aplicación de la normativa nacional vigente y procedimientos del BID.

· Firma de los contratos

· Proceso de pago y emisión del cheque o acreditación de fondos en la cuenta bancaria del consultor.

· Atención personalizada a los consultores brindando información relacionada a regulaciones aplicables.  Asesoramiento al Organismo Ejecutor y a los co-ejecutores en cuanto a modalidades contractuales acordes con sus requerimientos. 
3.   ADQUISICION DE BIENES Y CONTRATACION DE SERVICIOS 

El Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, a solicitud del Organismo ejecutor o co-ejecutor, brindará servicios de asesoramiento y/o apoyo a la implementación en materia de procedimientos para la adquisición de bienes y servicios, bajo distintas modalidades de adquisición.

3.1  Servicios de apoyo para la adquisición bienes y contratación de servicios

A continuación se presenta un cuadro con los servicios de apoyo del PNUD para la adquisición de bienes y contratación de servicios:

SERVICIOS DE APOYO DEL PNUD PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y CONTRATACIÓN DE SERVICIOS

	ADQUISICION DE BIENES y SERVICIOS CONEXOS
	CONTRATACION DE SERVICIOS 


	DIRECTA

	· Emisión y firma de Ordenes de Compra.

· En caso de adquisiciones en modalidad CIF, apoyo administrativo para el ingreso de los bienes al país.

· Realización de pagos.
	· Emisión y firma de Contratos.

· Realización de pagos.

	SOLICITUD DE COTIZACION / LICITACION ABREVIADA

	· Verificación  de especificaciones técnicas en base a la normativa aplicable y su adecuación a la oferta de mercado.

· Elaboración de los documentos de la convocatoria (instrucciones generales y especiales a los proveedores, condiciones generales y especiales del contrato u orden de compra, formularios de especificaciones técnicas y de oferta, requerimientos de garantías aplicables).

· Recepción de consultas de los oferentes y envío de las aclaraciones correspondientes.

· Recepción de ofertas en las oficinas del PNUD y realización de actos de apertura pública en los casos que aplique. 

· Custodia de garantías presentadas.

· Apoyo durante  la etapa de evaluación y comparación de ofertas y colaboración en la elaboración del Informe de Recomendación de Adjudicación.

· Comunicación de resultados y adjudicación a oferentes.

· Emisión y firma de Orden de Compra con representantes legales del adjudicatario.

· Devolución de garantías. 

· En caso de adquisiciones en modalidad CIF, apoyo administrativo para el ingreso de los bienes al país.

· Realización de pagos correspondientes. 
	· Verificación de términos de referencia en base a la normativa aplicable.

· Elaboración de los documentos de la convocatoria (instrucciones generales y especiales a los proponentes, condiciones generales y especiales del contrato, formularios de especificaciones técnicas y de oferta, requerimientos de garantías aplicables).

· Recepción de consultas de los proponentes y envío de las aclaraciones correspondientes.

· Recepción de propuestas en las oficinas del PNUD y realización de actos de apertura pública en los casos que aplique.  

· Custodia de garantías presentadas.

· Apoyo operativo durante  la etapa de evaluación.  

· Comunicación de resultados a proponentes.

· Comunicación de adjudicación

· Emisión y firma de contrato con representantes legales del adjudicatario.

· Devolución de garantías.

· Realización de pagos correspondientes.



	LICITACION PUBLICA NACIONAL Y/O INTERNACIONAL

	Se prestan los mismos servicios incluidos en Solicitud de Cotización / Licitación abreviada más:

	· Apoyo en la preparación del texto de la convocatoria.

· Emisión de los avisos de licitación en los medios locales y/o internacionales que correspondan según el tipo de licitación.
	· Apoyo en la preparación del texto de la convocatoria.

· Emisión de los avisos de licitación en los medios locales y/o internacionales que correspondan según el tipo de licitación.


En caso de ser solicitado, el PNUD brindará asimismo asesoramiento al organismo ejecutor o co-ejecutores en los siguientes aspectos: 

· Asesoramiento en la aplicación de las normas y procedimientos del BID,  para las diferentes modalidades de adquisición o contratación.
· Asesoramiento para la preparación de los informes de evaluación y recomendación de cada licitación. 
· Información sobre oferentes calificados para la conformación de listas cortas, en base a los bancos de datos y archivos del PNUD, de acuerdo a la performance alcanzada durante la ejecución de los contratos.

3.2 Ingreso de bienes importados (CIF)

En caso de adquisiciones modalidad CIF, el PNUD proveerá los siguientes servicios, relativos al ingreso de los bienes al país: 

· Tramitación de la documentación correspondiente ante el Ministerio de Relaciones Exteriores; 

· seguimiento del trámite en la Dirección Nacional de Aduanas y 

· liberación de los bienes, con la correspondiente exención impositiva.

3.3  Transferencia de bienes adquiridos

Inmediatamente después de su adquisición, los bienes adquiridos en el marco del Proyecto serán transferidos al Organismo Ejecutor y co-ejecutores según corresponda en cada caso. 

�	En este documento el término “niños” incluye a niños de ambos sexos.


�	Las variables para construir el índice son: (i) infraestructura y condiciones de la vivienda; (ii) hacinamiento; (iii) tenencia de la vivienda; (iv) nivel educativo del jefe de hogar; (v) nivel educativo de la madre, (vi) madres adolescentes; y (vii) jóvenes que no estudian, ni trabajan, ni buscan trabajo.


�	La información procesada corresponde al Censo de Población y Vivienda de 1996 y no incluye asentamientos irregulares formados después de ese año, por lo cual se estima que el tamaño de la población residente podría haber aumentado.


� Texto acordado entre el BID y el PNUD a la firma del Presidente del BID y del Administrador del PNUD


�  En todos los casos, las palabras "Componente, Subcomponente y Línea de Acción",  que figuran en letra cursiva se refieren a la denominación con que aparecen en el texto del Documento de Préstamo y Reglamento Operativo del BID


� Texto acordado entre el BID y el PNUD a la firma del Presidente del BID y el Administrador del PNUD


� Firmas consultoras y Organizaciones no Gubernamentales
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